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el que se nos comunicaba que la sede judicial de Fuengirola constaba de dos núcleos de escaleras que 
conectan todas las plantas del edificio, existiendo un ascensor en cada núcleo de escalera.

Que uno de los ascensores está en funcionamiento, y respecto al que se encontraba averiado, debido a 
que no era posible su reparación, se estaba tramitando expediente de contratación para su sustitución, 
estando previsto el inicio de las obras de instalación a primeros de agosto, y siendo su plazo de ejecución 
de dos meses.

2.3.2.2.1. Introducción del Derecho 
de Defensa

Nos parece adecuado poner de relieve otros aspectos que han tomado protagonismo en el curso de 
2024 y que pueden ilustrar, amén del asunto ya referido, cómo se comporta esta materia en el ámbito 
de nuestras competencias de supervisión, con las limitaciones legales que hemos de respetar.

Antes de incidir en la casuística de expedientes tramitados en materia de Justicia, es importante destacar 
la recientemente publicada Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de eficiencia 
del Servicio Público de Justicia, sobre la cual se valorará su aplicación en el siguiente informe anual. No 
obstante ello, es oportuno dejar constancia como introducción a esta temática que se van a producir 
cambios sustanciales en niveles procesal y organizativo y que, de manera muy resumida vienen a ser los 
siguientes: la creación de tribunales de instancia para reemplazar los juzgados actuales, de naturaleza 
unipersonal, así como la creación de oficinas municipales de justicia.  

Asimismo, se contemplan oficinas judiciales adscritas a cada tribunal de instancia, lo cual permitirá 
equilibrar la carga de trabajo entre todos los tribunales y unificar los criterios procesales; y se crean ofi-
cinas de justicia en municipios pequeños y zonas rurales para que la ciudadanía pueda realizar trámites 
procesales desde su localidad, sin necesidad de desplazarse al tribunal de instancia. Asimismo, la ley 
también impulsa el uso de medios adecuados para la solución de controversias (MASC), con el fin de 
fomentar la negociación entre las partes, acerca de los cuales nos pronunciamos en el punto relativo a 
la materia de mediación en este mismo informe.

2.3.2.2.2. Del Derecho de Defensa
En el ámbito de la Justicia, actualmente la tramitación de los expedientes de queja se encuentra limitado 
por el hecho de que el ejercicio de la potestad jurisdiccional corresponda exclusivamente a los juzgados 
y tribunales establecidos por las leyes (art. 117.3 CE), lo que determina que el Defensor del Pueblo Andaluz 
carezca de competencia para el examen de aquellas cuestiones que estén pendientes de resolución 
judicial y lo suspenderá si, iniciada su actuación, se interpusiera por persona interesada demanda o 
recurso ante los tribunales ordinarios o el Tribunal Constitucional (art. 17.2 Ley 9/1983, de 1 de diciembre 
del Defensor del Pueblo Andaluz).

Sin embargo, en el reconocimiento del beneficio de la justicia jurídica gratuita o en las reclamaciones 
y quejas presentadas por la ciudadanía ante los colegios profesiones de la Abogacía o Procuraduría, 
al ser un procedimiento administrativo, sí tenemos capacidad de supervisión sobre la tramitación y 
resolución de los expedientes, con la salvedad de la resolución del recurso contra la denegación del re-
conocimiento por las Comisiones Provinciales de Asistencia Jurídica Gratuita, que resuelve el juez que 
por turno le corresponda.

Al respecto, en este curso ha sido publicada la Ley Orgánica 5/2024, de 11 de noviembre, del Derecho de 
Defensa, este derecho junto a la tutela judicial efectiva y un proceso público sin dilaciones indebidas (art. 
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24 de la CE.), y el derecho a la asistencia jurídica gratuita (art. 119 CE.), constituye uno de los derechos 
básicos de protección de la ciudadanía.

El hecho de que este derecho de defensa y asistencia jurídica deba garantizarse de igual manera, dentro 
y fuera de los ámbitos jurisdiccionales, hace que sea de aplicación a los procedimientos extrajudiciales 
y a los mecanismos de solución adecuada de controversias reconocidos legalmente.

En relación a esta última cuestión, debemos hacer referencia a la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de 
medidas en materia de eficiencia del Servicio Público de Justicia, cuya principal novedad es la supresión 
de los juzgados unipersonales de primera instancia, sustituidos por tribunales de instancia de varios 
miembros, constituidos en cada partido judicial, así como los mecanismos para la resolución pactada 
de conflictos.

Siendo evidente la vinculación entre el derecho de defensa y los profesionales de la abogacía, se hace 
necesario el establecimiento de normas reguladoras en relación a los derechos de las personas -entre 
otras, a la asistencia jurídica, a su elección, renuncia o sustitución, a la información, a ser oídas, a la calidad 
de la asistencia, a un lenguaje claro, o a exigir responsabilidades-, así como a las garantías y deberes de 
dicha asistencia jurídica -prestación del servicio por profesionales, del encargo profesional, de confiden-
cialidad, o de libertad de expresión-.

Con motivo de la gestión de la queja 22/4129 tuvimos la oportunidad de analizar en el ejercicio del derecho 
de defensa, distintos criterios de interpretación por parte de las Comisiones Provinciales de Asistencia 
Jurídica Gratuita, al respecto de la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de ac-
ceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente.

Por ello, atendiendo a lo dispuesto en el artículo 29 del Estatuto de Autonomía de Andalucía sobre la 
garantía de calidad de los servicios de la Administración de Justicia, iniciamos de oficio la queja 22/8533 
ante las referidas Comisiones Provinciales.

Sin embargo, fue la Viceconsejería de Justicia, Administración Local y Función Pública la que ha reco-
pilado los informes emitidos por las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita, concluyéndose que “el 
criterio adoptado por cada una de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita, como se constata, 
no es uniforme”.

“La mayor parte de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita, Almería, Cádiz, Granada, 
Huelva, Málaga y Sevilla, siguen el criterio de atribución “ex lege” del derecho a la asistencia 
gratuita a las asociaciones que ejercen la acción popular para recurrir actos y, en su caso, las 
omisiones imputables a las autoridades públicas que vulneren las normas relacionadas con el 
medio ambiente, enumeradas en el artículo 18.1, de la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se 
regulan los derechos de acceso a la información de participación pública y de acceso a la jus-
ticia en materia de medio ambiente. De forma que para la concesión del derecho a la justicia 
gratuita a dichas asociaciones, sólo se exige cumplimiento de los requisitos dispuestos al efecto 
en el artículo 23 del mismo texto legal.

Por su parte, la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita de Córdoba y de Jaén argumentan un 
criterio distinto, considerando que para la atribución del beneficio de asistencia jurídica gra-
tuita, además de la exigencia de los requisitos del artículo 23 de la 27/2006, de 18 de julio, por la 
que se regulan los derechos de acceso a la información de participación pública y de acceso a 
la justicia en materia de medio ambiente, deben igualmente cumplir los requisitos específicos 
establecidos en el artículo 2 c) de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita, 
para la concesión del derecho a la asistencia jurídica gratuita a las mismas”.

A tal efecto, se procedió a emitir Resolución para que se procediera por la Viceconsejería a impartir ins-
trucciones a las Comisiones Provinciales para la adopción de un criterio uniforme al respecto, recibiendo 
como respuesta el informe de la Asesoría Jurídica de la Consejería de Justicia, Administración Local y 
Función Pública (Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía) que concluye que “no es posible impartir 

ÍNDICE

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-un-criterio-uniforme-sobre-el-beneficio-de-la-justicia-juridica-gratuita-para-las
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-interesamos-por-el-reconocimiento-del-beneficio-de-asistencia-de-justicia-gratuita-a-las


2.3.2. Justicia, Memoria Democrática y Política Interior

362

instrucciones en el sentido pretendido (uniformar el criterio relativo al reconocimiento o denegación 
del beneficio de justicia gratuita a las Asociaciones que cuenten entre sus fines la defensa y protección 
del medioambiente) por la naturaleza jurídica de las comisiones que, aunque orgánicamente estén 
adscritas a la Consejería de Justicia, no se pueden considerar jerárquicamente dependientes de la 
misma, por lo que no es viable dictarle instrucciones o circulares con tal objeto. A fortiori, los títulos 
competenciales en la materia impiden establecer un criterio interpretativo a este respecto”.

No aceptada la Resolución, al concluir no ser posible impartir instrucciones en el sentido pretendido 
a tenor de la naturaleza jurídica de las Comisiones, ya que aunque orgánicamente estén adscritas a la 
Consejería de Justicia, no se puede considerar jerárquicamente dependientes de la misma, procedimos 
a dirigir la Resolución directamente a las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita de Córdoba y Jaén.

La posición minoritaria de las Comisiones Provinciales, en cuanto al reconocimiento del beneficio de 
asistencia jurídica gratuita, se basa en considerar que para el reconocimiento del beneficio, además de 
la exigencia de los requisitos del artículo 23 de la Ley 27/2006, de 18 de julio, deben igualmente cumplir-
se los requisitos específicos establecidos en el artículo 2 c) de la Ley 1/1996, de 10 de enero, es decir, se 
deberá acreditar la insuficiencia económica para litigar.

Esto nos lleva a considerar que los requisitos establecidos en la Ley 27/2006 son innecesarios, ya que 
finalmente tendrá que cumplir con los exigidos por la Ley 1/1996, o peor aún, que estaríamos penalizando 
a estas Asociaciones que tendrían que cumplir los requisitos establecidos con la Ley 1/1996 -como cual-
quier otra persona jurídica-, y además tendrían que cumplir los requisitos establecidos en la Ley 27/2006.

Entendemos que, al contrario, su condición acreditada de entidad de utilidad pública y carecer de ánimo 
de lucro debería suponer una consideración en su favor a la hora del reconocimiento de este concreto 
derecho.

Por el contrario, la posición mayoritaria a este respecto de las Comisiones Provinciales se basa en el 
cumplimiento de los requisitos del art. 23 de la Ley 27/2006, esto es la protección del medio ambiente, 
el estar constituida legalmente 2 años antes y el ámbito territorial.

Siendo la remisión a la Ley 1/1996 para determinar los beneficios que la misma le confiere, su contenido 
y procedimiento, entendiendo que estas asociaciones quedan sometidas a un régimen jurídico espe-
cial, posterior y específico en cuanto al reconocimiento del derecho -Ley 27/2006, de 18 de julio- que se 
sustrae del régimen jurídico genérico -Ley 1/1996, de 10 de enero-.

De no ser así, repetimos que no tendrían sentido las concretas previsiones que contempla la Ley 27/2006, 
siendo por tanto innecesaria la norma si la pretensión del legislador hubiese sido la regulación del acceso 
al derecho de estas asociaciones de igual forma que el resto de personas jurídicas.

Este razonamiento vendría avalado por el Auto de la Secc. 5ª de la Sala Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Supremo de fecha 13 de marzo de 2019, Recurso 42/2017, o el Auto de la Secc. 1ª de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo de fecha 17-6-2021.

No obstante, habría que distinguir el ejercicio de la acción popular por la entidad ecologista en los tér-
minos previstos en el art. 22 de la ley 27/2006, o si por el contrario su pretensión es el ejercicio de otro 
tipo de acción judicial.

En el primer supuesto, debe aplicarse lo expresado en el art. 23 de la Ley 27/2006, siendo estos los ele-
mentos que deben analizar las Comisiones Provinciales, y no los referidos al artículo 2 de la Ley 1/1996 
en cuanto a la exigencia de demostrar la insuficiencia de recursos para litigar, al entender que no son 
de aplicación.

Si por el contrario, se pretende el ejercicio de una acción distinta a la contemplada en el art. 22 de la Ley 
27/2006, deberá aplicarse en este supuesto el art. 2.c) de la Ley 1/1996 de Asistencia Jurídica Gratuita, es 
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decir, deberá acreditarse ser una asociación de utilidad pública y carecer de recursos económicos para 
litigar.

Esta disparidad de criterios entre las distintas Comisiones Provinciales vendría a vulnerar el principio de 
seguridad jurídica que debe regir toda actuación de la Administración, estos principios se encuentran 
regulados en diferentes textos legales, principalmente la Constitución Española (art. 9), la Ley 39/2015, 
de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Al respecto, la Sentencia 234/2001 del Tribunal Constitucional de fecha 13/12/2001 dictada en la Cuestión 
de inconstitucionalidad n.º 389-94 establece que la seguridad jurídica ha de ser entendida como la 
certeza sobre el Ordenamiento jurídico aplicable y los intereses jurídicamente tutelados (STC 15/1986, 
de 31 de enero, FJ 1), como la expectativa razonablemente fundada del ciudadano en cuál ha de ser la 
actuación del poder en la aplicación del Derecho (STC 36/1991, de 14 de febrero, FJ 5), como la claridad 
del legislador y no la confusión normativa (STC 46/1990, de 15 de marzo, FJ 4).

En suma, sólo si en el Ordenamiento jurídico en que se insertan, y teniendo en cuenta las reglas de 
interpretación admisibles en Derecho, el contenido o las omisiones de un texto normativo produjeran 
confusión o dudas que generaran en sus destinatarios una incertidumbre razonablemente insuperable 
acerca de la conducta exigible para su cumplimiento o sobre la previsibilidad de sus efectos, podría 
concluirse que la norma infringe el principio de seguridad jurídica (SSTC 150/1990, de 4 de octubre, FJ 8 
; 142/1993, de 22 de abril, FJ 4 ; 212/1996, de 19 de diciembre, FJ 15 ; y 104/2000, de 13 de abril, FJ 7).

Pero entendemos que este menoscabo, más allá de las normas de aplicación,  proviene de su diferente 
interpretación por distintos órganos de una misma administración, ya que dependiendo del ámbito 
territorial de actuación de la Asociación gozará o no del beneficio de asistencia jurídica gratuita, aun 
cumpliendo los requisitos del art. 23 de la Ley 27/2006.

De ahí, nuestra Recomendación de que deba adoptarse un criterio uniforme por la totalidad de las 
Comisiones  Provinciales de Asistencia Jurídica Gratuita, en el sentido de reconocer el beneficio de 
este derecho a las Asociaciones que cumplan los requisitos establecidos en el art. 23 de la Ley 27/2006, 
de 18 de julio. Resolución que no ha sido aceptada por las Comisiones Provinciales de Jaén y Córdoba, 
a las que iba dirigida la misma.

Otra causa de indefensión puede haberse producido en la gestión de los expedientes para aceptar o no 
la insostenibilidad de la pretensión alegada por los letrados, tras el reconocimiento de la justicia jurídica 
gratuita.

Así, podemos ilustrar esta cuestión con el expediente de queja 23/2709, en el cual la interesada nos daba 
traslado de que teniendo reconocido el beneficio de asistencia jurídica gratuita con fecha 17-2-2022, 
el letrado designado le comunica con fecha 11-3-2022 la insostenibilidad de su pretensión, cuestión que 
un año después, a fecha 28-3-2023, aún no había sido resuelta.

La Exposición de Motivos de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas, se inicia indicando que la Comisión para la Reforma de las Administracio-
nes Públicas parte del convencimiento de que una economía competitiva exige unas administraciones 
públicas eficientes, transparentes y ágiles, así el principio de eficacia viene a ser uno de los pilares sobre 
los que se asienta el régimen jurídico de la Administración.

Por otro lado, el artículo 103 de la CE. establece que «la Administración Pública sirve con objetividad los 
intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, des-
concentración y coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al Derecho».

Así, el principio de eficacia se constituye como un principio general que ha de aplicarse, sin distinción, a 
todas las administraciones públicas, y que se manifiesta en el ámbito externo a la Administración como 
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una garantía que le exige un papel activo en el tráfico jurídico en pro de la consecución del interés ge-
neral, y en el interno como el buen funcionamiento interno de la organización.

Y de la misma forma, el artículo 3.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público señala estos mismos principios, como el servicio efectivo a  la ciudadanía, la responsabilidad por 
la gestión pública, la eficacia en el cumplimiento de los objetivos fijados, o la eficiencia en la asignación 
y utilización de los recursos públicos.

Teniendo presentes estos principios generales, los plazos que establece al respecto la Ley 1/1996 para la 
sustanciación de una insostenibilidad (arts. 32 y 33), son de 15 días para la declaración de insostenibilidad 
por el letrado, mas no fija plazo para recabar dictamen de la Comisión (CAJG) al Colegio de Abogados 
(ICA), 15 días para emitir dictamen el ICA sobre viabilidad, no fija plazo para recabar informe  de la CAJG 
al Ministerio Fiscal, y 6 días para emitir informe el Ministerio Fiscal.

Los tiempos de tramitación de la insostenibilidad por la Comisión Provincial de Asistencia Jurídica Gratui-
ta (CAJG) y el Colegio de Abogados de Sevilla (ICAS)  han supuesto el transcurso de algo más de 14 meses:

	▷ 11-3-2022. Informe de insostenibilidad del letrado.

	▷ 7-6-2022. Requerimiento al ICAS del dictamen sobre la viabilidad de la pretensión.

	▷ 14-11-2022. Dictamen del ICAS sobre la viabilidad de la pretensión.

	▷ 19-11-2022. Remisión por el ICAS del dictamen, aunque realmente tiene registro de salida con fecha 
28-11-2022.

	▷ 29-11-2022. Recepción en la Delegación Territorial del dictamen del ICAS.

	▷ 13-2-2023. Solicitud de la CAJG de informe al Ministerio Fiscal.

	▷ 21-3-2023. Remisión de informe del Ministerio Fiscal.

	▷ 14-4-2023. Sesión de la CAJG acordando la desestimación de la solicitud

	▷ 25-5-2023 Notificación de la resolución a la interesada y órgano judicial.

En lo que afecta al ICAS, y entendiendo que la carga de trabajo que pueda existir impide el cumplimiento 
estricto de los plazos establecidos por la norma -15 días para emitir el dictamen-, han transcurrido desde 
el 7-6-22 al 28-11-22 un total de 174 días (casi 6 meses).

Sin embargo, este lapso de tiempo de casi 6 meses en evacuar el preceptivo dictamen por el ICAS no fue 
algo puntual, sino que ya el informe de la Delegación Territorial de fecha 8-11-2022, en relación con los 
expedientes de insostenibilidad tramitados en 2022 ante el ICAS, indicaba que el término medio entre 
la fecha de solicitud de los dictámenes y la recepción de los mismos había sido de 6 meses.

En cuanto a la CAJG-Se, donde hacemos la misma apreciación anterior sobre la carga de trabajo que 
pueda existir, si bien la norma no establece plazo en el que debe recabar el dictamen del ICA, ni en su 
caso el informe del Ministerio Fiscal, podemos considerar que éste podría ser como máximo los mismos 
15 días establecidos para el letrado y el ICA.

Aún así, transcurrieron, por un lado, 88 días desde que el letrado plantea la cuestión hasta que es re-
querido el dictamen del ICAS y, por otro lado, 177 días desde que se recibe el dictamen del ICAS hasta 
la remisión de la notificación de lo resuelto a la interesada, lo que hace un total de 265 días (aproxima-
damente 9 meses).

Al respecto, debe ser tenido en cuenta lo preceptuado en el artículo 16.2 de la Ley 1/1996:
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«El cómputo del plazo de prescripción se reanudará desde la notificación al solicitante de la designación 
provisional de abogado por el Colegio de Abogados o, en su caso, desde la notificación del reconoci-
miento o denegación del derecho por la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita y, en todo caso, en el 
plazo de dos meses desde la presentación de la solicitud».

Por último, una vez analizados los plazos y términos en los que había sido resuelto el expediente, tam-
bién procedimos a valorar la propia resolución dictada por el CAJG-S, al entender que adolece de falta 
de motivación.

Al respecto, la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Adminis-
traciones Públicas, viene a establecer en su art. 88.3 que «las resoluciones contendrán la decisión, que 
será motivada en los casos a que se refiere el artículo 35. Expresarán, además, los recursos que contra 
la misma procedan, órgano administrativo o judicial ante el que hubieran de presentarse y plazo para 
interponerlos, sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar cualquier otro que estimen oportuno».

Esta motivación de los actos administrativos debe suponer una explicación de los fundamentos fácticos 
y jurídicos en que se basan, consecuencia del principio de legalidad que impone a la Administración 
autora del acto justificar debidamente las normas en que se apoya y la concurrencia de los hechos pre-
vistos en aquélla. Esta obligación alcanza a la totalidad de la actuación administrativa, pero, en relación 
con algunos tipos de actos en concreto, la propia Ley exige la motivación en su artículo 35.

La doctrina coincide en señalar que la regla general debería ser la motivación de los actos administrativos, 
y solo por excepción admitirse la no motivación, y ésta se efectuará con sucinta referencia a hechos y fun-
damentos de derecho, no siendo suficiente la remisión del expediente o citar meramente los preceptos.

Esta deficiencia de la resolución hace que, al serle notificada a la interesada, desconozca los motivos por 
lo que su solicitud ha sido desestimada, ya que aunque se indica que lo ha sido “por haber quedado acre-
ditado que la solicitud tiene por finalidad el ejercicio de acciones o recursos que han sido considerados 
insostenibles”, lo cierto es que estos “motivos” que justifican la resolución son desconocidos para ella.

A la vista de todo lo anterior, se procedió a formular al Colegio de Abogados de Sevilla la Recomendación 
de que fueran adoptadas las medidas necesarias para que, en la medida de lo posible, fueran respetados 
los plazos establecidos por la Ley, sin que lleguen a suponer esta excesiva demora en la resolución de 
los expedientes.

Y la misma Resolución se formuló a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita de Sevilla, además de 
que las resoluciones que fueran dictadas se motiven con una explicación de los fundamentos fácticos 
y jurídicos en que se basen.

Por último, durante la elaboración del presente informe anual, hemos asistido a una polémica, relaciona-
da con la subida del SMI, en la medida en que esta decisión podría generar la imposibilidad de muchas 
personas trabajadoras de acceder al beneficio de la justicia jurídica gratuita, ya que el reconocimiento 
de dicho derecho está referenciado en el IPREM, que al no haber sido actualizado ha quedado muy por 
debajo del SMI.

2.3.2.3. Memoria Democrática
Esta Defensoría renueva en el presente informe su compromiso con los valores de la Memoria Histórica 
y Democrática que vienen establecidos por las leyes estatal y autonómica que los regulan, Ley 20/2022, 
de 19 de octubre, de Memoria Democrática y Ley 2/2017, de 28 de marzo, de Memoria Histórica y Demo-
crática de Andalucía.

Los expedientes hacen referencia a cuestiones de importancia que preocupan a la ciudadanía, como 
son la eliminación de elementos contrarios a la memoria democrática, las actividades relacionadas con 
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